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Acta N° 540 de octubre 15 de 2009
   



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 6 de mayo de 2008, dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que John Jairo Tabima Salazar y Gloria Inés Granada Correa le promovieron a José Orlando Villegas Giraldo y la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas.

     



ANTECEDENTES

   



Por medio de apoderado judicial, los señores John Jairo Tabima Salazar y Gloria Inés Granada Correa demandaron a José Orlando Villegas Giraldo y la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas, con el fin de que se les declare civil y solidariamente responsables de los daños y perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que les causaron y, en consecuencia, que se les condene a pagarles los valores que por esos conceptos corresponden, cada uno de los cuales tasaron en la modalidad de daño emergente, lucro cesante y perjuicios morales. 

 



Los hechos en que se sustenta lo pedido se resumen en que el 25 de enero de 2003, a las 16:00 horas, en la vía que conduce a Dosquebradas, frente al CAI de la Popa, el señor John Jairo Tabima se desplazaba en la motocicleta de placas YXH-47 cuando fue embestido por el bus de servicio público de placas SJR-133, conducido por Mario Parra Guevara, empleado de la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda., quien en el lugar de los hechos manifestó que venía subiendo y un jeep “se tragó” el pare, él frenó pero el carro le jaló para un lado y con la direccional de la buseta le dio a la motocicleta que venía adelantándolo. Por su parte, el conductor del campero Willys de placas WHJ-631, conducido por su propietario José Villegas Giraldo, señaló que salía del barrio Japón, hizo el pare y vio que la buseta le pegó a una moto. El señor Tabima Salazar, quien conducía la moto, explicó que venía por el carril derecho y la buseta lo embistió y lo tiró contra el sardinel. 

  

 

La Fiscalía Octava Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Dosquebradas, dicen, adelantó la investigación y concluyó que los conductores del bus y del campero fueron imprudentes al accionarlos por no tener en cuenta elementales normas de tránsito; sin embargo, precluyó la investigación respecto del conductor de la buseta y profirió resolución de acusación contra el del jeep, señor José Villegas Giraldo, quien se encontraba cumpliendo funciones propias de su cargo como propietario del automotor y empleado de la Cooperativa de Transportadores de Dosquebradas. 

  



Después de referirse a los elementos de la responsabilidad civil y en este caso concreto a la de los demandados, mencionaron los daños sufridos, tanto materiales como morales, cuyo reconocimiento impetraron.

  



Corregidos algunos defectos de la demanda, fue admitida el 31 de octubre de 2005; surtido el traslado respectivo, contestó la Cooperativa demandada; en su respuesta se refirió a los hechos, de los cuales sólo admitió el décimo; sobre los demás dijo que no le constaban o que no eran ciertos; se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones que nominó “inexistencia del vínculo contractual entre el señor José Orlando Villegas y la Cooperativa de Transportes Dosquebradas”, “exoneración de pago por daños y perjuicios a favor de la empresa Cooperativa de Transportes de Dosquebradas, por cláusula de responsabilidad exclusiva del propietario en el contrato de afiliación del vehículo de placas WHJ-631”, “inexistencia de responsabilidad civil indirecta de la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas, por inevitabilidad del hecho generador del injusto”, “inexistencia de vínculo contractual entre el señor José Orlando Villegas y la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas” y “cobro de lo no debido por parte de los demandantes”.

  



El codemandado José Orlando Villegas Giraldo guardó silencio.

  



Omitió el juzgado, sin razón, la práctica de la audiencia que señala el artículo 101 del C. de P. Civil, y después de dar traslado de las excepciones decretó las pruebas pedidas; practicadas en lo posible permitió a las partes alegar de conclusión, derecho del que hicieron uso los demandantes; seguidamente profirió sentencia en la que declaró probada la excepción de inexistencia de vínculo contractual entre José Orlando Villegas y la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas y negó las pretensiones de la parte demandante, a la que condenó en costas. 

   



Para arribar a esa decisión empezó por condensar los elementos de la responsabilidad civil, para descender al caso en el que los protagonistas del hecho desarrollan ambos actividades peligrosas, evento en el cual quien pretenda descargar en el otro la culpa debe probarla, lo que no ocurrió en este caso porque recogiendo lo dicho por el demandante John Jairo Tabima Salazar, colisionó primero con la buseta y fue a dar luego contra el jeep, lo que indica que el golpe que recibió de este último fue propiciado por la desestabilización que le causó el primero a cuyo guardián no demandó.

   



Después de considerar esta situación, se ocupó de una de las excepciones propuestas por la Cooperativa, la de inexistencia del vínculo contractual con el propietario del jeep, que halló estructurada. 

  



Apelaron los demandantes y sustentaron la alzada diciendo que las pruebas recaudadas son suficientes para endilgarle responsabilidad a los demandados; que la negligencia en el desarrollo de la actividad desplegada fue del conductor del jeep; que no es cierto que en la demanda se afirmara que la víctima se estrelló con el bus y luego con el jeep; que una de las pruebas allegadas demuestra que José Orlando Villegas Giraldo era miembro suplente del Consejo de Administración de la Cooperativa desde el año 2000 lo que demuestra que el vehículo de su propiedad estaba afiliado a la empresa y eso lo ratifica la tarjeta de propiedad; por último, alega que el juzgado no tuvo en cuenta el indicio grave que surge contra el demandado Villegas Giraldo por no haber dado respuesta a la demanda. 

 



Concedido el recurso y surtido el trámite en esta sede, se procede a decidir, previas estas:

   



CONSIDERACIONES

  



Con el fin de desatar la alzada precisa la Sala recordar que una sentencia debe corresponder a una trama adecuada de cosas, porque lo primero que corresponde hacer al juez es determinar si concurren los presupuestos procesales que impidan nulidades o una decisión inhibitoria; luego, si las partes, por activa y por pasiva, están legitimadas en la causa, pues de no ser así, sin más argumentos debe desecharse lo pedido; posteriormente, si se halla que tales presupuestos concurren y que en las partes radica el interés sustancial para actuar, debe abordarse la cuestión fáctica y jurídica para decantar si el derecho que se reclama existe y, finalmente, si lo anterior es así, analizar las excepciones que contra la acción se propongan. 

   



Precisión que aquí debe hacerse porque el juzgado terminó por donde debía comenzar, es decir, analizando la legitimación en la causa de uno de los demandados, que no es otra cosa a lo que conduce la excepción de inexistencia del vínculo contractual que se discutió por parte de la Cooperativa. Es más, si halló en sus consideraciones que el conductor y propietario del vehículo de placas WHJ-631 no tuvo culpa alguna en el siniestro, no ha debido ocuparse de ninguna excepción, mucho menos de las propuestas por la Cooperativa demandada, como quiera que de ella sólo se predicaría una responsabilidad solidaria frente a aquel que, se insiste, fue relevado de la misma. 

   



Precisamente, para conservar aquel orden, y visto que los presupuestos del proceso están reunidos, se muestra imperioso establecer si la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas está legitimada por pasiva. Es carga que incumbe a las partes probar los supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, según lo determina el artículo 177 del C. de P. Civil. Para lo que nos atañe, respecto de dicha Cooperativa se afirma que para la fecha del accidente, esto es, para el 25 de enero de 2003, era empleadora del conductor del jeep de placas WHJ-631 y afiliadora del automotor. Pero de esto no hay evidencia en el proceso, porque contrario a lo que afirma el recurrente, ni del certificado de tradición del vehículo (f. 2), ni del certificado de existencia y representación de la entidad (f. 48) se desprende la calidad de guardián de la actividad que desplegaba el conductor del jeep en ese momento.  Es decir, que la condición de patrono de la empresa respecto del señor José Orlando Villegas Giraldo no surge de ninguno de esos documentos, que nada tienen que ver con una relación de índole laboral, y tampoco señalan que el automotor estuviera afiliado a ella. De hecho, el nombre de la Cooperativa no figura en el primero y con el segundo todo lo que se demuestra es que fue constituida, quiénes conforman sus órganos directivos y quiénes la representan, pero no da cuenta de dependencia alguna que implique que la actividad se ejecutaba por su cuenta o bajo su dependencia. 

 



Por su lado, la misma Cooperativa trajo con su respuesta a la demanda un contrato de administración del vehículo mencionado que data del 5 de febrero del año 2004, esto es, de fecha posterior al siniestro que tuvo lugar el 25 de enero de 2003.  

  



De manera que si la legitimación en la causa está relacionada con que el demandante sea titular del derecho sustancial que reclama, por activa, y con la titularidad en el demandado para satisfacer ese derecho, por pasiva, no se satisface esa calidad en la Cooperativa demandada que, se reitera, no está acreditada en el proceso como guardián del vehículo que se afirma que generó daños al demandante. Por tanto, la sentencia debe confirmarse en la medida en que la absolvió de las pretensiones, pero más por esta razón que por la excepción que se declaró probada. 

   



Así que queda por dilucidar la cuestión frente al codemandado José Orlando Villegas Giraldo, propietario y conductor del campero Willys comprometido en el accidente que dio lugar a esta demanda. Por supuesto que una parte de la crítica que lanzan los recurrentes contra la sentencia es acertada, porque evidentemente, el juzgado partió de una equivocada apreciación de los hechos narrados, como quiera que dijo que según el señor Tabima Salazar “…él se desplazaba en su motocicleta… y que en su desplazamiento colisionó con la buseta de transportes Urbanos Cañarte Ltda., y fue a estrellarse con el jeep o campero… de la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas…” (f. 130, c. 1).  Ello no es así; en el libelo inicial nunca se afirmó que la moto y el jeep hubiesen colisionado; lo que dijo el actor es que se movilizaba en su motocicleta y de repente fue embestido por la buseta, según su conductor, porque quien manejaba el jeep no respetó el pare. 
  



Es decir que hay un supuesto claro: que el demandante fue llevado al suelo por la buseta de servicio público y no por el jeep, y es en torno a ello que debe girar el análisis respectivo, si bien a pesar de tratarse de actividades peligrosas, convergen ellas, ya que actor y demandado las desplegaban en el momento mismo del accidente y, en consecuencia, la presunción que establece el artículo 2356 del C. Civil tiende a aminorarse para hacer caer la responsabilidad en el plano del artículo 2341 del mismo estatuto, que implica que a quien reclama le incumbe probar los supuestos de la misma, esto es, el hecho, el daño y la relación causal. Esta, claro está, es apenas una de las hipótesis que pueden manejarse en asuntos de esta índole, porque la aniquilación de la presunción no puede darse de manera automática sino que ella depende de la confrontación que se haga de la peligrosidad de ambas actividades o de la incidencia de cada una de ellas en el suceso, e incluso de la potencialidad de daño de una frente a la otra.

  



Bueno resulta memorar lo que de tiempo atrás tiene dicho la jurisprudencia sobre ese particular:

   


“…por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Más exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda.” 




En todo caso, nada impide,  no obstante la convergencia de las dos actividades peligrosas en la producción del daño, que el actor, siguiendo las reglas generales trazadas por el artículo 2341 del Código Civil, demuestre la culpa del demandado…” 

  



Así que siguiendo esta orientación y la doctrina
, para no incurrir en la aniquilación automática de la presunción de que trata el artículo 2356 del Código Civil, se han planteado varias alternativas: (i) que en la concurrencia de actividades peligrosas no exista culpa adicional de ninguno de los actores, caso en el cual, debe entenderse que el daño fue causado por la peligrosidad de las dos, abriéndose paso la reducción de la indemnización; (ii) que en uno de los dos actores se detecte una culpa adicional, evento en el que le corresponde a éste asumir la indemnización en su totalidad sin que haya lugar a la reducción; y (iii) que en ambos agentes se demuestre una culpa adicional, situación en la que enfrentados a un proceso, si ella es del demandante debe asumir la totalidad de la indemnización, pero si es del demandado, aquél deberá ser absuelto.

   



Aquí, como se dijo, fueron tres los vehículos involucrados en el accidente, de los cuales el demandante le atribuye culpa al conductor del campero Willys, de placas WHJ-631, esto es, al señor José Orlando Villegas Giraldo, su propietario. Frente a él hay que analizar, en consecuencia, si concurren los elementos de la endilgada responsabilidad.
   



Es cierto que hubo un hecho, referido por el demandante y que se alcanza a colegir de la providencia penal recogida en esta sede (f. 1 a 8, c. 5), acaecido el 25 de enero de 2003, que consistió en la colisión entre la motocicleta de placas YXH-47, conducida por John Jairo Tabima Salazar, y la buseta de placas SJR-133, suceso ocurrido, se afirma, por la imprudencia del señor Villegas Giraldo, que al mando del jeep omitió una regla de tránsito.
   



Ese hecho causó un daño al demandante, prueba de ello es que estuvo incapacitado por una fractura de radio, como se relaciona en la historia clínica, en las fórmulas que se anexaron (f. 34, 36, 38 y 39, c. 1) y en las valoraciones practicadas por Medicina Legal (f. 17 a 20, c 2).





El problema radica en establecer la relación causal entre ese daño y el comportamiento que se le achaca al señor José Orlando Villegas Giraldo, es decir, si en lo que a él se refiere hubo esa culpa adicional mencionada que conduzca a su responsabilidad.  No halla la Sala en el expediente una prueba que de manera directa permita concluir que su participación en el suceso fue determinante, si bien lo que se discute es que no realizó el “pare” que de acuerdo con su posición le correspondía. 
  



A decir verdad, la pobreza probatoria que acompaña este proceso salta a la vista.  Con la demanda se trajo una copia informal del informe de accidente N° 0209193, que no puede ser tenido en cuenta porque carece de autenticidad, como quiera que se trata de un documento público regido para el efecto por el artículo 254 del C.P.C.  Y aun si se pensara que dicha copia corresponde a una de aquellas de que trataba el artículo 250 del Decreto 1344 de 1970, modificado por la Ley 33 de 1986, vigente para la época del accidente (lo que no parece ser, porque en su parte inferior consta que se trata de la primera copia dirigida a Asesoría Regional y por lo visto de ella se obtuvo la reproducción mecánica aportada), tampoco podría valorarse, porque no cumple con las exigencias que esa norma prevé, en particular, no aparece firmado por los conductores, tampoco por un testigo. 
   



Por lo demás, aunque oficiosamente se obtuviera ese informe, a nada nos llevaría, porque fuera de que seguiría con la aludida falencia, poco aporte le haría al proceso, ya que de él no se alcanza a colegir, con algún grado de certeza, qué fue lo que ocurrió en el momento del accidente.  Pudiera concluirse que el conductor del jeep no tuvo la precaución de hacer el pare en el sitio indicado y, sin embargo, nada apunta a demostrar que este vehículo y la buseta hubiesen colisionado, como para pensar que esta fue desplazada por aquel; pero también se podría deducir, según el dibujo alzado, que el conductor del bus venía por la mitad de la vía, ocupando ambas calzadas y que, entonces, la causa eficiente del accidente fue su inadecuada trayectoria, ya que al momento de percibir el jeep trató de desplazarse hacia la derecha, o con su frenada se desplazó en ese sentido.  Y una hipótesis más que se podría manejar, según ese mismo plano, consiste en que el conductor de la motocicleta no seguía tampoco elementales reglas de conducción, porque no guardaba una adecuada distancia respecto de la buseta, si se entiende que ante el leve giro a la derecha, la moto fue a dar contra su parte delantera, a lo que se suma que si el bus venía ocupando parte de la calzada derecha, no estaría bien que el conductor de la moto iniciara maniobras de adelantamiento. 
  



Pero, claro; todas las anteriores son sólo conjeturas, ya que, se repite, el despliegue probatorio del demandante fue deficiente y eso no permitió llegar a establecer, con aproximación a la verdad, lo que ocurrió.  Mírese nada más que el juez penal tampoco halló elementos que le permitieran imputarle responsabilidad al conductor del jeep en ese acontecimiento. 

Ahora bien, la falta de contestación de la demanda, como lo dice el recurrente, trae aparejada un indicio grave (nunca una confesión o un allanamiento); pero por sabido se tiene, de un lado, que para que un hecho se tenga como indicio debe estar probado en el proceso y el hecho del que se acusa al demandado es que no hizo el pare, circunstancia que, como viene de verse, no fue debidamente demostrada; y del otro, que los indicios, si los hay, deben apreciarse en conjunto, teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia y su relación con las demás pruebas que obren en el proceso; es decir, que como medio probatorio, sólo sirven si concurren dos o más en una misma dirección y en este caso, se insiste, sólo podría echarse mano del que se desprende de la falta de respuesta a la demanda que, aisladamente, a nada conduce. 
Visto lo anterior, puede compendiarse la situación en que a esta altura del proceso no se ha podido establecer cuál fue la causa eficiente del suceso en el que resultó lesionado el señor John Jairo Tabima Salazar. Lo único cierto, atendiendo la decisión penal que da cuenta de ello, es que recibió un impacto producido con la buseta involucrada, no con el jeep; tampoco se tiene certeza de que tal colisión hubiese sido provocada por el maniobrar imprudente de este último automotor, ni de que el campero y la buseta hubiesen colisionado. 

Esto significa que aunque demostrado el hecho y el daño sufrido por el demandante, se rompió el nexo causal, por lo menos respecto de José Orlando Villegas Giraldo, a la sazón conductor del campero, pues, se repite, por ningún medio (documental, testimonial, indiciario, etc.) se acreditó que su comportamiento fuera determinante en el suceso. Pudo serlo, pero eso había que demostrarlo y con mayor razón en este caso en el que el golpe no lo recibió de él sino de otro automotor. 

Quebrado ese nexo causal como elemento propio de la responsabilidad civil, necesariamente las pretensiones tenían qué fracasar, en lo que acertó el juez de primer grado, puesto que no se logró probar una culpa adicional suya en la concurrencia de las tres actividades peligrosas.  





Y no sólo por esta circunstancia tenían que serle desfavorables sus peticiones, sino porque en el evento de que se hubiera dado por demostrada esa culpa adicional y, por ende, la responsabilidad, no habría manera de imponer condena alguna en su contra por concepto de perjuicios. En efecto, en cuanto a los materiales, el daño emergente se hizo consistir en la compra de repuestos y la mano de obra para la reparación de la motocicleta; mas, se tiene que los documentos que reposan a folios 41 a 43 del cuaderno principal, cabrían dentro de la clasificación de dispositivos de que trata el artículo 277 del C.P.C., en cuyo caso carecen de la autenticidad que esa misma norma exige y que no se presume porque provienen de terceros (por lo menos dos de ellos, porque el otro no está siquiera firmado) y, en consecuencia, se rigen por la parte final del inciso cuarto del artículo 252 del mismo estatuto, modificado por el artículo 26 de la Ley 794 de 2003. Más aún; tampoco se allegó prueba de los daños sufridos por el vehículo como para considerar que tales repuestos obedecen a la reparación propia del accidente o de que la mano de obra tuviera el costo que se pide reconocer. 

Frente al lucro cesante hay que decir que una cosa sí fue probada: que el demandante estuvo incapacitado en cuatro oportunidades, la última de ellas el 6 de mayo de 2003, por espacio de 30 días (f. 36, c. 1), debido a la fractura del radio.  Con todo, quien fue su empleadora para esa época, señora Viviana Lucía Medina Granada, certificó (f. 44, c. 1) que él estuvo vinculado como administrador de su establecimiento de comercio y devengando la suma de $800.000,oo, hasta el 10 de junio de 2003, esto es, hasta después de superadas las aludidas incapacidades, lapso que fue el que ella consideró prudente para su recuperación, según afirmó en esta instancia.  Es decir que si no dejó de percibir su salario, no hubo allí lucro cesante. 

Y a partir del momento en que cesaron las incapacidades, tendría que valorarse su situación frente a la pérdida de su capacidad laboral que de acuerdo con el dictamen rendido por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, es de cero (0); pericia aquella que puesta en conocimiento de las partes no fue objeto de reparo.  Entonces, no hay lugar a liquidar lucro cesante pasado o futuro.  

 Ni qué decir del perjuicio moral reclamado. Si, como se afirma en la demanda, el actor siguió laborando, si a la postre no perdió ningún grado de su capacidad laboral, y si no cabalgan pruebas en el proceso que permitan dar por sentado que el suceso le causó “sentimientos depresivos” como se dice en la demanda, además de no quedar con secuelas que le impidan desenvolverse adecuadamente en su entorno sentimental, familiar y social, según se desprende del dictamen aludido, no se le ha irrogado este tipo de perjuicio extrapatrimonial.  Otro tanto habría que decir de Gloria Inés Granada Correa de quien se adujo la calidad de compañera permanente de la víctima, pero a ello se agrega que esa calidad no fue debidamente acreditada si bien los testimonios escuchados no precisan que “la esposa” del demandante a quien se refirieron genéricamente fuera ella, y las declaraciones extraprocesales aportadas no pueden valorarse porque no se ajustan a las prescripciones del artículo 299 del estatuto procesal civil. 
Corolario de lo dicho es que por donde se mire el asunto, esto es, por el rompimiento del nexo causal entre el daño y la culpa, o bien porque no se demostraron los perjuicios derivados del accidente para los demandantes, las pretensiones estaban llamadas al fracaso. 
Por consiguiente, el fallo de primera instancia será confirmado. 

En esta sede no se causaron costas. 





DECISION

   



En armonía con lo discurrido, el Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 6 de mayo de 2008, dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que John Jairo Tabima Salazar y Gloria Inés Granada Correa le promovieron a José Orlando Villegas Giraldo y la Cooperativa de Transportes de Dosquebradas.

   



Sin costas.




Notifíquese





Los Magistrados

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS






� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 5 de mayo de 1999, expediente 4978, Magistrado Ponente Jorge Antonio Castillo Rugeles 


� TAMAYO JARAMILLO, Javier, Tratado de Responsabilidad Civil, Tomo I, Legis, Bogotá D.C., 2007, pág. 1019
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